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2. DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA 
Disposición derogatoria única. 
l. Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan a lo previsto 
en esta ley. 
2. En particulm; queda derogado el apartado 3 de la disposición adi-
cional octava de la Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Gene-
rales del Estado para 1988. 
3. Conservan su vigencia los artículos 16, 37, 77, 96, 107, 113, 123, 
124 y 127 de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria, y el 
artículo 16 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre So-
ciedades. 
Uno de los principios generales básicos de cualquier sistema jurídico y en 
especial de cualquier sistema tributario, es el de la seguridad jurídica. Recogido 
este principio en el artículo 9.3 de la Constitución, el resto del Ordenamiento debe 
responder a la certeza en la aplicación del Derecho que del mismo se desprende. 
Precisamente, una de las cuestiones básicas para la eficacia de este principio, es la 
utilización de una buena técnica jurídica en la elaboración de las leyes y en la sus-
titución de unas normas por otras. Por eso, en una materia tan cambiante como la 
tributaria, y que aparece situada ya, como denuncia la más reciente doctrina, en 
los límites de la «descodificación» 12, las disposiciones derogatorias adquieren una 
mayor importancia que en el resto de disciplinas jurídicas. 
Si con carácter general esto se produce en Derecho tributario, la disposición 
derogatoria de la Ley de Derechos y Garantías del contribuyente, debería haber sido 
modelo de la técnica jurídica al servicio de la seguridad jurídica. 
A mayor abundamiento, la disposición derogatoria debía haber sido la primera 
aplicación práctica del artículo 4.2 de la Ley de Derechos y Garantías, que establece 
que: «Las leyes y reglamentos que modifiquen normas tributarias contendrán una re-
lación completa de las normas derogadas y la nueva redacción de las que resulten 
modificadas». 
Este precepto, incluido dentro de los principios generales de la ley, responde, 
al igual que lo hacía el artículo 16 de la Ley General Tributaria, al principio de segu-
(12) Vid. SOLER RocH, M."T., «Reflexiones sobre la descodificación tributaria en España», Revista Espa-
¡)o[a de Derecho Financiero, número 197, 1998, páginas 7 y siguientes. 
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ridad jurídica. Incluso el nuevo artículo 4.2 es más tajante que el 16, ya que mientras 
este último hacía referencia a las normas afectadas, el 4.2 de la Ley de Derechos y 
Garantías hace mención expresa a las normas derogadas y modificadas. De ambos 
preceptos se puede desprender un mandato vinculante para la Administración en 
cuanto redactora de normas reglamentarias, y un recordatorio del principio constitu-
cional de seguridad jurídica para el legislador ordinario13 • 
En este contexto, la eficacia derogatoria de la Ley de Derechos y Garantías se 
estructura de una triple manera: 
Primero, la cláusula de derogación tácita. 
El legislador inicia esta disposición derogatoria con la conocida expresión que 
refleja el principio de la derogación tácita: «Quedan derogadas cuantas disposiciones 
se opongan a lo previsto en esta ley». Como ha destacado con acierto la doctrina, es-
te tipo de fórmula equivale a la ausencia de disposición derogatoria. Es, en el mejor 
de los casos, una norma inútil en un sistema en el cual la norma posterior deroga a la 
anterior de igual o inferior rango incompatible con ella (art. 2.2 del CC). En cual-
quier caso debería haber sido una expresión perfectamente prescindible en una dispo-
sición que aspirase a ser reflejo del artículo 4.2 de la propia ley en que se integra, o 
por lo menos, debería haber sido situada como cláusula de estilo al final del aparta-
do 2 que contiene la derogación expresa. 
Sin embargo, creo que este primer apartado puede cumplir otra función: la 
sustitución de la derogación expresa de las normas reglamentarias incompatibles 
con la nueva ley. En efecto, los apartados dos y tres de la disposición analizada, só-
lo hacen referencia, ya sea para derogar o para mantener su vigencia, a normas con-
tenidas en leyes. De tal manera que se puede interpretar que cualquier ley anterior 
que se refiera a la misma materia regulada por la Ley de Derechos y Garantías, o se 
(13) En este sentido: ANTÓN PÉREZ, J. A., <<Comentarios a las Leyes Tributarias y Financieras», TI, Eder-
sa, 1982, página 129; FERREIRO LAPATZA, J. J., <<Fuentes de Derecho Tributario. Disposiciones dero-
gatorias», en <<Comentarios a la Ley General Tributaria y líneas para su reforma», volumen I, IEF, 
1982, página 265; CARBAJO VASCO, D., <<El artículo 16 de la Ley General Tributaria o la resurrec-
ción de una norma olvidada», Carta Tributaria. Monografías, número 272, 1997. Abundando en esta 
interpretación, considera FERREIRO LAPATZA que <<las leyes que no contuviesen cláusula alguna de 
derogación expresa de las normas anteriores que por su virtud dejan de estar en vigor podrían ser ta-
chadas de contrarias a la Constitución y susceptibles de ser declaradas, por ello inconstitucionales en 
línea similar a la apuntada por la Sentencia del Tribunal Constitucional 80/1988, de 28 de abril, que 
abre la posibilidad de considerarlas inconstitucionales, por contravenir la garantía de seguridad jurí-
dica consagrada por la Constitución, las Leyes que no expresen con suficiente claridad los preceptos 
que, dentro de ellas, hayan de considerarse básicos», ibídem, página 278. 
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habría derogado expresamente en el apartado dos, o en cuanto se refiriese a la mis-
ma materia y fuera dudosa su vigencia se habría incluido en el apartado tres. Ama-
yor abundamiento el apartado que estamos analizando utiliza la expresión «dispo-
siciones». 
La interpretación según la cual esta disposición contiene la derogación tácita 
de normas legales y reglamentarias, es probablemente la más acorde con la utiliza-
ción tradicional de esta cláusula, pero entonces hemos de mantener el incumplimien-
to por parte de la propia Ley de Derechos y Garantías de los principios generales que 
predica. 
Esto demuestra, o bien lo pretencioso del artículo 4.2 en cuanto a la imposibili-
dad de que una derogación expresa contenga absolutamente todas las normas anterio-
res que puedan verse afectadas, o bien la falta de eficacia del citado precepto. 
El legislador ha dejado una vez más al intérprete con la carga de determinar 
cuáles son los preceptos incompatibles con la nueva Ley. En este sentido, una labor 
previa es determinar de la Ley de Derechos y Garantías qué preceptos suponen real-
mente innovaciones del ordenamiento precedente, bien porque modifiquen una regu-
lación anterior, o bien porque introduzcan derechos u obligaciones antes inexistentes; 
y cuáles suponen sólo reiteración de principios o de derechos ya contenidos en otras 
normas. Respecto a estos últimos curiosamente la disposición derogatoria, como ve-
remos más adelante, ha mantenido vigentes aquellos que se referían a la misma mate-
ria, superponiendo preceptos que contienen la misma norma. 
Sin embargo, en relación con los preceptos de la nueva ley que efectivamen-
te modifican el Derecho preexistente, hay que destacar sin ánimo de exhaustividad 
las siguientes normas de carácter reglamentario que, en mi opinión, quedaron afec-
tadas. 
El Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, de Devolución de Ingresos 
Indebidos, en cuanto incluye en la cantidad a devolver el interés legal del dinero 
(art. 2) y fija el plazo de prescripción en cinco años (art. 3). 
El Real Decreto 803/1993, de 28 de mayo, por el que se modifican determina-
dos procedimientos tributarios, en cuanto establece determinados procedimientos 
que no tienen plazo prefijado para su terminación (anexo 3), mientras que el artícu-
lo 23 de la nueva ley establece que el plazo máximo de resolución de los procedi-
mientos será de seis meses. 
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El Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, por el que se aprueba el Reglamento 
· General de la Inspección de los Tributos, en cuanto establece el carácter reservado de 
los planes de la Inspección (art. 19.6), el inicio de actuaciones inspectoras sin notifi-
cación al interesado (art. 30) y la duración de las mismas (art. 31). La Ley de Dere-
chos y Garantías establece, por el contrario, la publicidad e los planes de inspección 
(art. 26); la información al contribuyente del inicio de las actuaciones (art. 27); y el 
plazo de 12 meses desde la notificación del inicio de las actuaciones de comproba-
ción e investigación. 
El Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el Re-
glamento General de Recaudación en lo referente al plazo de prescripción (art. 59) y 
a la enajenación de los bienes embargados (art. 139). Según la nueva Ley esta enaje-
nación se suspenderá hasta que el acto de liquidación sea firme (art. 31 ). 
El Real Decreto 2631/1985, de 18 de diciembre, actualmente derogado, sobre 
procedimiento para sancionar las infracciones tributarias en cuanto a los órganos y 
procedimiento (arts. 2, 5 y 6), buena o mala fe (art. 14) y las infracciones tributarias 
contenidas en Actas de Inspección (art. 7). Estos preceptos resultaban incompatibles 
con la obligación de procedimiento sancionador separado del de comprobación e in-
vestigación (art. 34) y con la presunción de buena fe (art. 33). Precisamente, ha sido 
necesario un nuevo reglamento del procedimiento sancionador y la adecuación del 
Reglamento General de la Inspección a la nueva Ley a través del Real Decreto 
1930/1998, de 11 de septiembre, por el que se desarrolla el régimen sancionador tri-
butario y se introducen las adecuaciones necesarias en el Real Decreto 939/1986, de 
25 de abril, por el que se aprueba el Reglamento General de la Inspección de los Tri-
butos. 
El Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento 
de Procedimiento de las Reclamaciones Económico-Administrativas en cuanto a la 
competencia de los Tribunales Económico-Administrativos (arts. 9 y 10). 
Por último, existen en la nueva ley una serie de derechos y garantías que no 
son incompatibles con el Derecho preexistente, pero que son inaplicables sin un de-
sarrollo reglamentario. En este sentido, se pueden citar el artículo 12 relativo al 
reembolso de los costes de las garantías o el artículo 25, relativo a la valoración de 
los bienes. El desarrollo reglamentario de estos preceptos podrá ser incompatible con 
alguna norma anterior, pero de momento, aun innovando el ordenamiento tributario, 
no son contradictorios con ninguna norma preexistente. 
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Segundo, la derogación expresa. 
La única derogación expresa que contiene la disposición que estamos comen-
tando es la del apartado 3 de la disposición adicional octava de la Ley 33/1987, de 23 
de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 14• 
La disposición adicional octava de la Ley 33/1987 creaba y fijaba la competen-
cia de los Tribunales Económico-Administrativos Regionales y Locales en sustitu-
ción de los Tribunales Económico-Administrativos Provinciales y había derogado, 
entre otros preceptos de esa Ley, el apartado primero del artículo 6 del Real Decreto 
Legislativo 2795/1980, de 12 de diciembre. Habiendo sido modificados los artícu-
los 5 y 6 del citado Real Decreto para dar cabida a la posibilidad de la única instancia 
ante el Tribunal Económico-Administrativo Central, era evidente que quedaba dero-
gado este apartado 3 de la disposición adicional octava. 
No obstante se ha desaprovechado la ocasión, precisamente en una de las mo-
dificaciones más importantes de la ley, para haber integrado las normas contenidas en 
esta disposición -vehículo absolutamente inidóneo para esa reforma- en el propio 
texto articulado de las reclamaciones económico-administrativas. 
Así, se produce la situación absurda de que a través de las modificaciones 
realizadas por la disposición final segunda de la Ley de Derechos y Garantías, se 
integra la competencia del Tribunal Económico-Administrativo Central y de los 
Tribunales Económico-Administrativos Regionales en la Ley del Procedimiento 
Económico-Administrativo, mientras que la propia organización (art. 2) aparece 
contenida todavía en el apartado primero de la disposición adicional octava de la 
Ley de Presupuestos para 1988 15 • 
(14) El apartado 2 de la disposición adicional octava disponía que: 
«Los Tribunales Económico-Administrativos Regionales y Locales conocerán, en única o primera ins-
tancia, de las reclamaciones que se interpongan contra los actos dictados por: 
a) Los órganos periféricos de la Administración del Estado o de la Administración Pública institu-
cional sometida a su tutela. 
b) Los órganos de la Administración de las Comunidades Autónomas no comprendidos en el apar-
tado a) del artículo 5 del Real Decreto Legislativo 2795/1980, de 12 de diciembre, por el que se arti-
cula la Ley 39/1980, de 5 de julio de bases sobre procedimiento económico-administrativo.» 
(15) El apartado 1 de la disposición adicional octava, que derogó al artículo 2 del texto articulado del pro-
cedimiento económico-administrativo establece que: 
«Los órganos competentes para conocer y resolver las reclamaciones económico-administrativas son: 
l. El Ministro de Economía y Hacienda. 
.../ ... 
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En mi opinión, se debía haber derogado toda la disposición adicional octava y 
haber integrado en el texto articulado la organización y competencias de los Tribuna-
les Económico-Administrativos en el lugar que les corresponde. 
Tercero, la tabla de disposiciones que conservan su vigencia. 
La disposición derogatoria contiene, como lo hizo por primera vez la disposi-
ción derogatoria de la Ley 43/1995 del Impuesto sobre Sociedades, una enumeración 
concreta de normas que quedan exceptuadas de la derogación tácita aun refiriéndose 
a la misma materia. 
En la mayoría de los casos, se mantienen vigentes estas normas porque la Ley 
de Derechos y Garantías no innova en nada el régimen jurídico de las materias trata-
das por estos preceptos. Todos los artículos de la Ley General Tributaria que se de-
claran expresamente vigentes, salvo el artículo 16, fueron reformados a su vez por la 
Ley 25/1995, de 20 de julio, de modificación parcial de la Ley General Tributaria y 
contienen derechos o garantías que ahora refuerza la nueva Ley. 
La técnica empleada por el legislador de establecer un listado de normas que con-
servan su vigencia merece un juicio favorable porque permite despejar dudas acerca de 
la aplicación de la cláusula de derogación tácita. Sin embargo, lo criticable no es que 
formalmente se contenga este listado, sino la reiteración de normas ya contenidas en la 
Ley General Tributaria, cuya superposición puede plantear dudas en su aplicación. En 
efecto, una ley nueva puede reconocer derechos o garantías que antes no se establecían. 
Estos nuevos derechos pueden coexistir con las normas que regulaban la misma materia 
ya que añaden un requisito más. Lo que no tiene sentido es reiterar normas o no derogar 
las anteriores cuando aparecen reguladas de la misma manera por una ley posterior. 
Habida cuenta además del contenido de los apartados anteriores de esta dispo-
sición, podría decirse que la disposición derogatoria es más una disposición de man-
tenimiento de vigencias que derogatoria. 
Los preceptos que mantienen su vigencia son, por un lado, los relativos a la 
Ley General Tributaria, y, por .otro, el artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre Socie-
dades relativo a las reglas de valoración de las operaciones vinculadas . 
.. .! ... 
2. El Tribunal Económico-Administrativo Central. 
3. Los Tribunales Económico-Administrativos Regionales 
4. Los Tribunales Económico-Administrativos Locales de Ceuta y MeJilla». 
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Los artículos de la Ley General Tributaria que mantiene su vigencia son los si-
guientes: 
El artículo 16. Como hemos manifestado al principio de este comentario, el 
artículo 4.2 de la Ley de Derechos y Garantías realiza una nueva reformulación, más 
acertada en nuestra opinión, del artículo 16, en cuanto al contenido de las disposicio-
nes derogatorias. Por lo tanto parece que no tiene sentido mantener ambos preceptos 
con idéntica norma. No por mucho reiterar esta norma va a tener una mayor eficacia, 
como queda demostrado en la propia disposición que estamos analizando. En este ca-
so se podía haber derogado el artículo 16 o bien modificarlo con la nueva Ley. 
El artículo 37 tampoco queda derogado, obviamente porque ya contenía en su 
apartado cuatro el derecho al acto de derivación de la responsabilidad con audiencia 
al interesado que se establece en el artículo 32 de la Ley de Derechos y Garantías. La 
nueva Ley en nada se opone al artículo 37, ni nada añade, por lo que no es criticable 
que se mantenga su vigencia, sino dedicar un precepto a este tema en el artículo 32 
de la nueva Ley. 
El artículo 77 contiene la definición de las infracciones, sujetos infractores y 
exención de responsabilidad. Tampoco es incompatible con las nuevas garantías esta-
blecidas por la Ley (presunción de buena fe, procedimiento separado y suspensión de 
la ejecución de las sanciones). El artículo 34 y 35 de la Ley de Derechos y Garantías 
no se refiere a la materia contenida en el artículo 77, y por lo tanto no se podían plan-
tear dudas de incompatibilidad. Respecto al artículo 33 de la nueva Ley, (presunción 
de buena fe) refuerza el apartado 4.d) del artículo 77, que eximía de responsabilidad 
a quien hubiera actuado con diligencia, esto es, con ausencia de culpabilidad. 
El artículo 96, relativo a la colaboración social en la gestión tributaria, conte-
nía ya ciertos derechos o principios generales en el procedimiento de gestión que la 
nueva Ley reitera o amplía en los artículos 5 y 6 (acuerdos con la Administración, in-
formación y asistencia y publicaciones). La nueva Ley no sólo no es incompatible 
con este precepto, sino que parece desarrollo del mismo. 
El artículo 107 contiene el régimen jurídico de las consultas tributarias. A él 
expresamente se remite el artículo 8 de la nueva Ley, cuando hace referencia a la for-
ma de las consultas y los supuestos de consultas vinculantes establecidos en la Ley 
General Tributaria, por lo que no era necesario mantenerlo expresamente vigente. La 
nueva Ley añade la obligación de la Administración de contestar y el plazo de seis 
meses para hacerlo. Ambos extremos se deberían integrar en el artículo 107. 
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El artículo 113 establece el carácter reservado de los datos e informes obteni-
dos por la Administración tributaria. Idénticas garantías contenidas en el apartado h) 
del artículo 3 y en el artículo 8 de la nueva Ley. Estos últimos preceptos se remiten 
indirectamente al artículo 113, en cuanto facultan a la Administración para ceder es-
tos datos en los casos previstos en las leyes. Estos supuestos son los contemplados en 
el artículo 113. Por lo tanto, no sólo no es incompatible sino complementario de los 
preceptos de la nueva Ley. La declaración expresa de vigencia del artículo 113, tam-
poco ofrece lugar a dudas respecto a la publicidad de la identidad de las personas o 
entidades que hayan sido sancionadas. 
El artículo 123 fue uno de los más importantes de la reforma de la Ley Gene-
ral Tributaria de 1995. Con él adquirió carta de naturaleza la llamada desde entonces 
liquidación provisional de oficio tal como la denomina el artículo 123, y que es la 
resultante de la comprobación abreviada realizada por los órganos de gestión. La vi-
gencia de este precepto no ofrecía dudas. Es evidente que, integrado este procedi-
miento de liquidación dentro del procedimiento de gestión, le serán aplicables todos 
los derechos y garantías establecidos por la nueva Ley y en especial los contenidos 
en el Capítulo IV. 
El artículo 124 contiene el régimen de la notificación de las liquidaciones. Es-
te artículo se ha complementado con el nuevo régimen de la práctica de las notifica-
ciones introducido en el artículo 105 de la Ley General Tributaria, a través de la Ley 
66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden So-
cial. No existe contradicción en mi opinión entre este régimen y la Ley de Derechos y 
Garantías. El contenido que el artículo 36 de la nueva Ley exige a las notificaciones 
(recurso procedente, plazo para su interposición y órgano ante el que debe formular-
se) ya se recogía en el apartado b) del artículo 124 antes de la reforma de 1997. 
Por último, el artículo 127, relativo a la providencia de apremio y consecuen-
cias del inicio del período ejecutivo, si bien mantiene su vigencia, debe ser integrado 
por la suspensión de la enjenación de los bienes y derechos embargados a que hace 
referencia el artículo 31.2 de la nueva Ley. 
Con respecto al resto de normas del sistema tributario, la disposición derogato-
ria mantiene vigente el artículo 16 de la Ley 4311995, de 27 de diciembre, del Im-
puesto sobre Sociedades, que contiene las reglas de valoración de las operaciones 
vinculadas y los acuerdos previos de valoración. Precisamente una de las novedades 
de la Ley 43/1995 fue la inclusión en nuestro ordenamiento de los acuerdos previos 
entre la Administración y los contribuyentes sobre la valoración de las operaciones 
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vinculadas. Acuerdos ya conocidos en la doctrina comúnmente por APAs (del inglés 
Advance Princing Agreement) y respecto de los cuales se predican las ventajas de se-
guridad y menor litigiosidad entre la Administración tributaria y los contribuyentes. 
El artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre Sociedades incluyó los caracteres genera-
les de estos acuerdos, cuyo procedimiento ha sido posteriormente desarrollado por 
los artículos 16 a 25 del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades (Real Decreto 
537/1997, de 14 de abril). 
El mantenimiento expreso de la vigencia del artículo 16 permite despejar cual-
quier duda acerca de las consecuencias del silencio administrativo que según el ar-
tículo 9 de la Ley de Derechos y Garantías tiene carácter positivo, pero que en el ám-
bito del Impuesto sobre Sociedades lo tiene negativo (art. 16.6). Por lo demás, la 
regulación que con carácter general hace el artículo 9 de la Ley de Derechos y Garan-
tías en nada se opone a la regulación específica que para el Impuesto sobre Socieda-
des hace el artículo 16. Precisamente el artículo 9 de la nueva Ley remite a las leyes 
y reglamentos propios de cada tributo. 
En definitiva, los preceptos que la disposición derogatoria mantiene vigentes 
responden a los derechos y garantías que ya aparecían en la Ley General Tributaria, 
y que según la propia Exposición de Motivos, se pretende reforzar y establecer en 
un texto único. Es dudoso sin embargo que la reiteración de derechos y su regula-
ción fuera de la Ley General Tributaria les vaya a otorgar una mayor fuerza o efi-
cacia. 
Por último, hay que destacar una vez más que el esfuerzo que ha realizado el 
legislador en establecer un listado de normas vigentes, lo podía haber realizado de la 
misma manera para establecer un listado de derogaciones expresas que fuera modéli-
co del cumplimiento del artículo 4.2 de la Ley de Derechos y Garantías del Contribu-
yente. 
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